Boletín Nº 891-07.
INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, recaído en el proyecto de ley que prorroga la vigencia de la Oficina Nacional de Retorno y modifica diversas disposiciones  legales complementarias.

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


La Comisión  Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro.

Cabe destacar que S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, calificándola de "simple".


Es dable mencionar que el Senado, en su sesión del día 31 de agosto de 1993,  designó como integrantes de la Comisión Mixta a los señores miembros de  su Comisión de Derechos Humanos,  Nacionalidad y Ciudadanía.

La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión de fecha 31 de agosto de 1993, designó como integrantes de la misma a los HH. Diputados señores Sergio  Ojeda  Uribe,  Jaime  Orpis  Bouchón,  Felipe Valenzuela Herrera, Carlos Vilches Guzmán y GuillermoYunge Bustamante.

Previa  citación del  señor  Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 8 de septiembre de 1993, con asistencia de sus miembros HH. Senadores  señores  Jorge  Lavandero  Illanes,  Ricardo Martin  Díaz,  Miguel  Otero  Lathrop  y  Mario  Ríos Santander, y HH. Diputados señores Sergio Ojeda Uribe, Felipe Valenzuela Herrera y Guillermo Yunge Bustamante.


Una vez constituida, procedió a elegir, por unanimidad,  como Presidente al H.  Senador señor Ricardo  Martin  Díaz  y,  de  inmediato,  se  abocó  al cumplimiento de su cometido.


A la sesión en que se consideró esta materia asistió, además de los miembros de la Comisión, el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda.
- - -

La controversia se ha originado en el rechazo por parte de la H. Cámara de Diputados de dos modificaciones introducidas por el H.  Senado,  en el segundo  trámite  constitucional,  al proyecto de  ley a probado por la mencionada Cámara en el primer trámite.


A continuación se efectúa una relación de las disposiciones en que inciden las diferencias producidas.

Artículo transitorio propuesto por la Cámara de Diputados

La H. Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional,  aprobó el siguiente artículo transitorio:

"Artículo transitorio.- La modificación contemplada en la letra a) del artículo 3°, de esta ley, tendrá vigencia a contar del 7 de febrero de 1992.


Las personas que antes de la entrada en vigencia de la presente ley, hayan solicitado la libre disposición de las mercancías importadas al amparo de la liberación que establece el artículo 1° de la ley No 19.128, y que hayan cancelado aparte de los derechos establecidos  en  el  Arancel  Aduanero  el  IVA y  los impuestos adicionales, tendrán derecho a solicitar la devolución de estos dos últimos tributos al Servicio de Impuestos Internos, dentro del plazo de seis meses a contar de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.


Para todos  los efectos  legales,  esta devolución  se  considerará  comprendida  en  aquellas situaciones a que se refiere el artículo 126 No 2 del Código Tributario.


Los interesados deberán acompañar a su solicitud copias autorizadas de las resoluciones que -es concedieron la franquicia y libre disposición y del giro comprobante de pago que acredite la cancelación de estos tributos de carácter interno.".


La modificación consultada en la letra a)  -que pasó a ser  letra b)- del artículo  3°  del proyecto -que sustituye en el artículo 5° de la ley Nº19.128  la  palabra  "gravámenes"  por  la  expresión "derechos  establecidos  en  el  Arancel  Aduanero"  y efectúa una adecuación menor de redacción-, tiene por finalidad precisar que para disponer libremente de las mercaderías importadas al amparo de las franquicias que concede  la  ley  indicada  sólo  se  deben  pagar  los derechos  aduaneros  correspondientes,  pero  no  otros impuestos,  como  se  les  ha  estado  exigiendo  a  los interesados, a raíz de discrepancias de interpretación acerca del sentido y alcance de esta norma, surgidas entre el Servicio de Impuestos Internos y el Servicio de Aduanas.

El H.  Senado,  en el  segundo trámite constitucional, suprimió este artículo.


La H. Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, rechazó la supresión de este  artículo.

El H.  Senador señor Otero expresó su  opinión contraria a esta disposición, por estimar que  carece de toda justificación moral, por cuanto, en la  práctica,  cualquiera sea la forma que se emplee, no  beneficiará  a  los  retornados,  sino  a  los  terceros  adquirentes de las mercancías internadas al país por  aquéllos, al amparo de las franquicias que les concede  la Ley Nº 19.128.

El H. Senador señor Lavandero  hizo  presente que el propósito de la norma es beneficiar  exclusivamente a los retornados, por lo que propuso la aprobación del artículo transitorio contenido en la  Cámara de Diputados, con modificaciones encaminadas a  especificar que la devolución de impuestos a que se  refiere  su  inciso  segundo  debe  ser  solicitada  y  percibida personalmente por quienes tienen derecho a  las franquicias que confiere la ley No 19.128, sin que  pueda mediar mandato o representación alguna para ello.

Puesto en votación el artículo  transitorio contenido en el proyecto de la H. Cámara de  Diputados,  con  las  enmiendas  planteadas  por  el  H.  Senador señor Lavandero, fue aprobado por la Comisión  Mixta por cuatro votos a favor y tres en contra.


Estuvieron  por  la  aprobación  el  H.  Senador señor Lavandero y los HH.  Diputados señores  Ojeda, Valenzuela y Yunge, y por el rechazo, los HH.  Senadores señores Martin, Otero y Ríos.

Artículo transitorio propuesto por el Senado


El H. Senado,  en el segundo trámite  constitucional,  incorporó  al  proyecto  un  artículo  transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

"Artículo transitorio.- La infracción a  la norma del artículo 5° de la ley No 19.128 obliga a  la incautación inmediata del vehículo, el que quedará a  disposición del Servicio de Aduanas para los efectos de  aplicar  las  normas  que  rigen  a  las  mercaderías  ilegalmente internadas al país. El beneficiario, dentro  de los 60 días siguientes a la fecha de la incautación,  podrá recuperar el vehículo, siempre y cuando pague los  derechos establecidos en el Arancel Aduanero a que se refiere dicho artículo 5°. Será responsable del delito de fraude tributario el que compre, adquiera o use un  vehículo internado al amparo de las franquicias que  concede  la presente  ley  sin que,  previamente y de  conformidad al citado artículo  5°,  se hayan pagado  todos los derechos establecidos en el Arancel Aduanero  que  afectarían  su  internación  de  no  mediar  la  franquicia. En igual responsabilidad penal incurrirá el  que  sirva de  intermediario entre el exiliado y el  comprador, adquirente o usuario.".

Es  dable  señalar,  para  una  mejor  comprensión de este precepto, que el artículo 5° de la  ley Nº 19.128 prohíbe tanto la enajenación cuanto la  celebración de cualquier otro acto jurídico entre vivos  que  signifique  el  traslado  del  dominio,  posesión,  tenencia o uso a terceras personas respecto de las  mercancías  importadas  al  amparo  de  la  franquicia  consagrada por la misma disposición,  salvo que hayan transcurrido  tres  años  desde su  importación o que, dentro  de este plazo, se hayan pagado el total de los gravámenes  que  las  afectarían  de  no  mediar  la liberación.


La H. Cámara de Diputados, en el tercer  trámite constitucional, rechazó este artículo.


El H.  Senador señor Lavandero propuso  que, en reemplazo de este artículo se aprobara, como  artículo  2°  transitorio,  un precepto  del  siguiente  tenor:

"Artículo  2°  transitorio.-  La infracción a la norma del artículo 5° de la ley Nº 19.128 obliga a la incautación inmediata del vehículo  respectivo, el que quedará a disposición del Servicio  Nacional de Aduanas para la aplicación de las normas  que rigen la situación de las mercancías ilegalmente  internadas al país.   Dicho  vehículo  podrá  ser  desafectado  mediante  el pago de los derechos  establecidos en el Arancel Aduanero a que se refiere el  artículo 5°,  dentro de los 60 días siguientes a la  fecha de su incautación o de la publicación de  la  presente ley, extinguiéndose en este último evento las  acciones  penales  correspondientes  a  las  causas  que  estuvieren  en  tramitación  en  la  materia.   Será  responsable del delito de fraude tributario el que  compre, adquiera o use un vehículo internado al amparo  de las franquicias que concede la presente ley, sin que  previamente y de conformidad al citado artículo 5° se  paguen los derechos que lo afecten, de conformidad al  Arancel Aduanero y a las disposiciones de este cuerpo  legal. En igual responsabilidad penal incurrirá el que  sirva  de  intermediario  entre  el  retornado  y  el  comprador, adquirente o usuario.".

El  H.  Senador  señor  Otero  propuso  intercalar al final de la expresión "dentro de los 60  días siguientes a la fecha de su incautación o de la  publicación de la presente ley," la siguiente: "lo que  ocurra primero,".

Asimismo,  el mencionado señor Senador  planteó intercalar, a continuación de las palabras "en  la "materia", las siguientes: "respecto de los vehículos  internados  con posterioridad a esta ley" .

La Comisión Mixta aprobó el artículo  propuesto por el H.  Senador señor Lavandero,  con la  primera de las enmiendas planteadas por el H. Senador señor Otero,  ya señalada,  por la unanimidad de sus miembros presentes,  HH.  Senadores señores Lavandero,  Martín, Otero y Ríos y HH.  Diputados señores Ojeda, Valenzuela y Yunge.

Respecto  de  la  segunda  modificación  planteada  por  el  H.  Senador  señor  Otero,  también  explicada, fue rechazada por cuatro votos contra tres.  Estuvieron por el rechazo el H. Senador señor Lavandero  y los HH. Diputados señores Ojeda, Valenzuela y Yunge,  y por la aprobación los HH. Senadores señores Martin,  Otero y Ríos.

El señor Ministro de Justicia expresó,  en primer término,  el acuerdo del Gobierno  con el  precepto antes referido, pero señaló que deseaba dejar  constancia de que esta norma no respetaba adecuadamente  el principio de igualdad por cuanto se circunscribía al  caso de  los  retornados  y no  se hacía  extensiva a  situaciones similares que pudieren presentarse respecto  de bienes internados al país, al amparo de franquicias  aduaneras, por diplomáticos y miembros de las Fuerzas  Armadas.

Señaló que  la  existencia  de  algunas  irregularidades producidas en relación con la ley No  19.128 justificaba la dictación en esta oportunidad de  la norma propuesta, pero indicó su esperanza de que  próximamente  se dicte un precepto similar para  los  casos indicados.

- - -


En  mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver  las  diferencias  suscitadas  entre  ambas  ramas  del  Congreso Nacional, que prestéis vuestra aprobación a  los textos que a continuación se indican,  para las  disposiciones   del proyecto en que incide la  discrepancia:


"Artículo 1°  transitorio.-    La modificación contemplada en la letra b) del artículo 3° de esta ley, tendrá vigencia a contar del 7 de febrero  de 1992.


Las personas que antes de la entrada en  vigencia de la presente ley, hayan solicitado la libre  disposición de las mercancías importadas al amparo de  la liberación que establece el artículo 1° de la ley Nº  19.128, y que hayan cancelado, aparte de los derechos  establecidos en el Arancel Aduanero,  el Impuesto al  Valor Agregado y los  impuestos adicionales,  tendrán  derecho a solicitar y percibir personalmente, sin que  puedan otorgar mandato o representación alguna para  ello, la devolución de estos dos últimos tributos al  Servicio de Impuestos Internos,  dentro del plazo de  seis meses a contar de la publicación en el Diario  Oficial de la presente ley.


Para todos  los efectos  legales,  esta devolución  se  considerará  comprendida  en  aquellas situaciones a que se refiere el artículo 126 Nº 2 del Código Tributario.


Los interesados deberán acompañar a su  solicitud copias autorizadas de las resoluciones que  les concedieron la franquicia y libre disposición y del  giro comprobante de pago que acredite la cancelación de  estos tributos de carácter interno.

Artículo 2° transitorio.- La infracción  a la norma del artículo 5° de la ley No 19.128 obliga a  la incautación inmediata del vehículo respectivo,  el  que quedará a disposición del  Servicio Nacional de  Aduanas para la aplicación de las normas que rigen la  situación de las mercancías ilegalmente internadas al  país. Dicho vehículo podrá ser desafectado mediante el  pago  de  los  derechos  establecidos  en  el  Arancel  Aduanero a que se refiere el artículo 5°, dentro de los  60 días siguientes a la fecha de su incautación o de la  publicación de la presente ley, lo que primero ocurra,  extinguiéndose  en  este  último  evento  las  acciones  penales correspondientes a las causas que estuvieren en  tramitación en la materia. Será responsable del delito  de fraude tributario el que compre, adquiera o use un  vehículo internado al amparo de las franquicias que  concede  la presente  ley,  sin que previamente y de  conformidad  al  citado  artículo  5°  se  paguen  los  derechos  que  lo afecten,  de conformidad al Arancel  Aduanero y a las disposiciones de este cuerpo legal. En  igual responsabilidad penal incurrirá el que sirva de  intermediario  entre  el  retornado  y  el  comprador,  adquirente o usuario.".

Por último, la Comisión Mixta, por la  unanimidad de sus miembros presentes,  HH.  Senadores  señores Lavandero, Martin, Otero y Ríos y HH. Diputados  señores  Ojeda,  Valenzuela  y  Yunge,  acordó  haceros  presente que cada uno de los artículos transitorios  precedentemente   propuestos   puede    ser   votados  separadamente.
- - -

Finalmente, y a título  meramente  informativo, cabe hacer presente que, en caso de ser  aprobada  la  proposición  de  la  Comisión  Mixta,  la  iniciativa legal quedaría como sigue

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.-  Introdúcense  las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.994:


a) Sustituyese su artículo 11, por el siguiente:

"Artículo 11.- La Oficina Nacional de  Retorno funcionará hasta el 20 de septiembre de 1994. A  partir  de  esa  fecha  se  extinguirá  por  el  solo  ministerio de la ley.


No obstante lo dispuesto en el inciso  anterior, la atención de los beneficiarios finalizará  el 20 de agosto de 1994.".

b) Sustituyese   su   artículo   2°  transitorio, por el siguiente:


"Artículo  2°.-  Para  acogerse  a  las  normas  de  esta  ley,   los  beneficiarios  deberán  manifestar su intención de regresar al país dentro del  plazo comprendido hasta el 31 de diciembre de 1993.".

Artículo  2°.-  Modifícase  la  ley  No 19.074 en los siguientes términos:


a) Agrégase en el inciso primero de su  artículo 3°, la siguiente frase final: "o respecto de  aquellos en que  lo  solicite   directamente   el  interesado", y


b)  Sustituyese su artículo 9° por el siguiente:


"Artículo  9°.- Los  beneficios  de  la  presente  ley,  de  carácter  excepcional,  sólo  podrán  recabarse por quienes hayan retornado al país hasta el  1° de marzo de 1994. Sin embargo, las personas que, a  esa fecha, se encuentren aún en el extranjero cursando  estudios para obtener el respectivo título profesional  o técnico o de grado a que se refiere esta ley y,  además,  cumplan los demás requisitos establecidos en  los  artículos  1°  y  2°,  podrán  solicitar  estos  beneficios al momento de retornar al país, siempre que  ello  ocurra dentro  de  los  180  días  siguientes  de  obtenido el título o grado y con anterioridad al 31 de  diciembre de  1995.  Para gozar de este derecho,  se  deberá acreditar hasta el 1° de marzo de 1994, ante  Cónsul chileno, el hecho de estar cursando los estudios  respectivos y manifestar su decisión de impetrar estos  beneficios.

No obstante lo anterior,  la Comisión  Especial deberá seguir funcionando hasta pronunciarse  sobre la última solicitud presentada en el plazo legal,  momento en que se extinguirá por el solo ministerio de  la ley.


Extinguida  la  Oficina  Nacional  de  Retorno,  las funciones que la presente ley asigna a  este servicio en sus artículos 3° y 5°, serán cumplidas  por  las  Secretarías  Regionales  Ministeriales  de Educación,   las   que  presentarán   las respectivas solicitudes a la Comisión Especial.


Extinguida  la  Oficina  Nacional  de  Retorno,  el Director Nacional de ese Servicio será  reemplazado en la Comisión Especial por el Jefe de la  División  de  Educación  Superior  del  Ministerio  de  Educación, con derecho a voz.".

Artículo 3°.-  Introdúcense  lassiguientes modificaciones a la ley Nº 19.128:


a) Sustituyese en el inciso primero de  su artículo 4°, la expresión "tres años" por "un año"; y suprímese su inciso segundo;


b) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 5°,  la palabra "gravámenes" por la frase "derechos establecidos en el Arancel Aduanero"; y la  expresión "del Arancel Aduanero" por "de dicha norma  tarifaria", y


c) Reemplázase   el   artículo   2° transitorio por el siguiente:


"Artículo 2°.- Los exiliados políticos  sólo podrán acogerse a los beneficios de esta ley al  momento de retornar al país y hasta el 20 de agosto de  1994, siempre que, hasta el 1° de marzo de 1994, ante  Cónsul  chileno,  hayan  manifestado  expresamente  su  decisión de retornar a Chile.".

Artículo  4°.-  El  mayor  gasto  que  irrogue durante 1993 la aplicación del artículo 1° de  esta  ley,  se  financiará  con  cargo  al  presupuesto  vigente de la Oficina Nacional de Retorno.


El  mayor  gasto  que  represente  la  aplicación de esta ley en el año 1994 se financiará con  los recursos que consulte la Ley de Presupuestos de  dicho año.


Artículo 1° transitorio.-  La  modificación contemplada en la letra b) del artículo 3°  de esta ley, tendrá vigencia a contar del 7 de febrero  de 1992.


Las personas que antes de la entrada en  vigencia de la presente ley, hayan solicitado la libre  disposición de las mercancías importadas al amparo de  la liberación que establece el artículo 1° de la ley No  19.128, y que hayan cancelado, aparte de los derechos  establecidos en el Arancel Aduanero,  el Impuesto al  Valor Agregado y  los  impuestos adicionales,  tendrán  derecho a solicitar y percibir personalmente, sin que  puedan otorgar mandato o representación alguna para  ello, la devolución de estos dos últimos tributos al  Servicio de Impuestos Internos,  dentro del plazo de  seis meses a contar de la publicación en el Diario  Oficial de la presente ley.


Para todos los efectos  legales,  esta  devolución  se  considerará  comprendida  en  aquellas  situaciones a que se refiere el artículo 126 Nº 2 del  Código Tributario.


Los interesados deberán acompañar a su  solicitud copias autorizadas de las resoluciones que  les concedieron la franquicia y libre disposición y del  giro comprobante de pago que acredite la cancelación de  estos tributos de carácter interno.


Artículo 2° transitorio.- La infracción  a la norma del artículo 5° de la ley No 19.128 obliga a  la incautación inmediata del vehículo respectivo,  el  que quedará a disposición del  Servicio Nacional de  Aduanas para la aplicación de las normas que rigen la  situación de las mercancías ilegalmente internadas al  país. Dicho vehículo podrá ser desafectado mediante el  pago  de  los  derechos  establecidos  en  el  Arancel  Aduanero a que se refiere el artículo 5°, dentro de los  60 días siguientes a la fecha de su incautación o de la  publicación de la presente ley, lo que primero ocurra,  extinguiéndose  en  este  último  evento  las  acciones  penales correspondientes a las causas que estuvieren en  tramitación en la materia. Será responsable del delito  de fraude tributario el que compre, adquiera o use un  vehículo internado al amparo de las franquicias que  concede  la presente  ley,  sin que previamente y de  conformidad  al  citado  artículo  5°  se  paguen  los  derechos  que  lo afecten,  de conformidad al Arancel  Aduanero y a las disposiciones de este cuerpo legal. En  igual responsabilidad penal incurrirá el que sirva de  intermediario  entre  el  retornado  y  el  comprador,  adquirente o usuario.".

Acordado  en  sesión  celebrada  el  día  miércoles 8 de septiembre de 1993, con asistencia de  sus  miembros  HH.  Senadores  señores  Jorge  Lavandero  Illanes, Ricardo Martín Díaz, Miguel Otero Lathrop y  Mario Ríos Santander y HH.  Diputados señores Sergio  Ojeda  Uribe,  Felipe  Valenzuela  Herrera  y Guillermo  Yunge Bustamante.

Sala de la Comisión, a 9 de septiembre de 1993.

PATRICIO USLAR VARGAS

Secretario
